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INTRODUCCIÓN



Tatiana Alfonso
Helena Alviar García


Los debates sobre la distribución de la tierra en muchas o pocas cabezas parecían haberse acabado después de la ola de reformas agrarias de mitad del siglo XX, los debates sobre su éxito o fracaso redistributivo y el posterior surgimiento de políticas rurales, predominantemente liberales, en la década de los noventa, que parecían afirmar que lo relevante ya no era distribuir la tierra sino hacerla productiva.


Las reformas agrarias de América Latina fueron uno de los temas centrales de los estudios sobre la tierra en la década de los sesenta y su auge como objeto de investigación duró, sin duda, hasta la década de los ochenta. En los noventa, el interés por las reformas agrarias y la distribución de la tierra parecían objeto exclusivo de la investigación histórica1. En el siglo XXI, a propósito de las discusiones sobre pobreza rural y desarrollo agroindustrial en la globalización, el interés por las reformas agrarias retornó no solo para evaluar el pasado y aprender lecciones sino para evaluar los propósitos de los tipos de asignación de tierras y usos en el campo, dando lugar a tipologías sobre las orientaciones de las reformas, ahora mayoritariamente orientadas a privilegiar mecanismos de mercado y visiones liberales de la economía2.


En el contexto colombiano, la reforma agraria se consideró fallida desde la reforma de 1936 y a pesar de los subsecuentes reconocimientos de la función social de la propiedad rural, que parecía dotar de un ímpetu redistributivo a la asignación de tierras rurales3; los análisis sobre la distribución pasaron a los espacios académicos, mientras que la discusión de política pública y legislación se enfocó en la creación de condiciones seguras para hacer del campo un sector productivo. La Ley 160 de 1994, a diferencia de la de 1936, no tenía afanes redistributivos sino de organización, formalización y productividad del campo. Para esto se ocupaba de la creación de una institucionalidad nueva que organizaría el campo, la tenencia de la tierra, los derechos y formas de propiedad sobre la tierra rural, y la productividad, que debía derivarse de lo anterior. La implementación de la Ley 160 fue un fracaso4 que llevó no solo a que el campo se convirtiera en el sector más desorganizado del país, sino a altos niveles de informalidad e inseguridad respecto de la tenencia y la propiedad de la tierra, que se convirtieron en incentivos para la actuación arbitraria de élites políticas y económicas, y actores armados.


A pesar de la importancia y la vigencia de las discusiones originales de las reformas agrarias y sus efectos redistributivos, la discusión no parecía estar centrada en la distribución de la tierra sino en la seguridad en la tenencia y la propiedad, para garantizar el desarrollo económico y los paquetes de inversión rural. Sin embargo, con la aparición y crecimiento exponencial de grandes olas de desplazamiento forzado de poblaciones rurales por causa del conflicto armado revivió el debate distributivo, en conjunción con la importancia de los derechos de propiedad.


A pesar de la proliferación de investigaciones y estudios sobre la importancia de la tierra y su distribución en la reproducción de la violencia en Colombia y de los múltiples diagnósticos sobre los efectos de dicha violencia sobre la población rural y sus derechos de propiedad, el tema de la distribución solo volvió a alcanzar la dimensión de los debates originales de las reformas agrarias cuando se puso sobre la mesa la posibilidad de expedir la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras que, en opinión de algunos, abría la posibilidad de tener una verdadera reforma agraria. En opinión de otros, la restitución era una afrenta directa contra los derechos de propiedad privada que garantizaban el crecimiento económico en el campo y daban seguridad jurídica a las inversiones rurales.


La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras fue expedida —después de muchos intentos fallidos— en el 2011 con la entrada de un nuevo Gobierno y con la abierta oposición de muchos “propietarios” que hacían parte de élites políticas y económicas nacionales y regionales. A partir de ese momento, los viejos debates sobre la distribución de la tierra en Colombia han estado conectados de forma indisociable a las discusiones sobre la propiedad.


Los nuevos dilemas de la distribución de la tierra no se limitan a la repartición de tierra como forma de solución frente a la concentración de la tierra, sino que abordan formas de distribución colectivas, fragmentación de las dimensiones del derecho de propiedad, la propiedad como forma de imaginación jurídica y como herramienta para la ciudadanía.


El libro Propiedad sobre la tierra en Colombia


Este surge de las preocupaciones en medio de la transición a la paz con la guerrilla de las FARC en Colombia. El proceso de paz entre el Gobierno colombiano y la guerrilla tuvo y sigue teniendo múltiples características, sin embargo, es innegable que los asuntos rurales y, en particular, los referidos a la tenencia y propiedad sobre la tierra, tuvieron un rol central y protagónico en las discusiones políticas y jurídicas del acuerdo. El conflicto armado colombiano se ha desarrollado, en gran medida, alrededor de la tenencia de la tierra rural por parte de diversos actores que, en sucesivas olas de violencia, se han desplazado de un lugar a otro generando nuevas colonizaciones y caracterizando nuevos despojos.


El libro reúne dos perspectivas teóricas que suelen estar separadas, pero que, en ocasiones, se contraponen como abordajes opuestos en los debates sobre el derecho y las instituciones jurídicas: la teoría crítica y los estudios empíricos. La dicotomía entre crítica y empírica —con tanta historia como los debates sobre distribución de la tierra— puede caracterizarse como irresoluble si nos quedamos con los viejos paradigmas sobre la supuesta investigación empírica como neutral. Sin embargo, esa creencia ha sido desplazada por el reconocimiento de que la investigación empírica no es neutral ni epistemológica ni políticamente y, por tanto, la perspectiva a partir de la cual se construyan y analicen los datos puede estar informada por una perspectiva crítica.


En este volumen, el encuentro entre los estudios críticos y las aproximaciones empíricas (que en ocasiones se traducen en propuestas normativas) también sintetizan el transcurso generacional del entrenamiento crítico en algunos sectores de la academia jurídica colombiana. En esta trayectoria, la llegada de los estudios críticos del derecho al entrenamiento jurídico local marcó una generación de personas que se educaron con la idea de que el derecho, sus normas e instituciones no son neutrales y que, en cambio, tienen efectos directos sobre la manera en que se distribuyen el poder, el dinero y las posibilidades de actuar en una sociedad. A partir de dicho modelo, esta segunda generación —ya con una visión empírica— retorna a formas de investigación empírica para documentar las inequidades y desigualdades que el derecho, como herramienta de poder, crea, reproduce o, eventualmente, corrige.


Por otro lado, el libro acerca dos debates que, aunque estrechamente relacionados, suelen estar separados en la literatura académica: las discusiones sobre la distribución de la tierra y las reformas agrarias, por un lado, y los debates sobre la propiedad a partir de la teoría del derecho, por el otro.


El libro está compuesto por nueve capítulos. En los primeros cinco capítulos, el libro presenta varios análisis de los distintos regímenes de propiedad sobre la tierra en Colombia y las implicaciones de estos en términos de distribución de derechos, reconocimiento de relaciones entre la tierra y las personas, y los alcances de los diseños institucionales para garantizar los derechos de propiedad y nuevas distribuciones de la tierra.


En el capítulo 1, Helena Alviar analiza las limitaciones para el acceso a la propiedad rural después de la firma del Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera firmado por el Gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), en el 2016. Alviar aboga por una visión compleja de las posibilidades del acuerdo de paz para garantizar la distribución de la propiedad rural en un contexto de justicia transicional. Esta visión parte de una crítica a las visiones liberal y marxista del derecho que, aunque aparentemente opuestas, coinciden en que la identificación de las reglas jurídicas relevantes para pensar la distribución se circunscribe a un área del derecho, lo que genera una falsa fragmentación de los conflictos sociales. A partir de dicha crítica, la autora identifica varios elementos que, estando por fuera de las tradicionales reglas constitucionales y del derecho civil sobre la propiedad, definen el alcance y los límites de la distribución de la tierra en el contexto transicional colombiano. Dichos elementos que hacen parte de diferentes áreas del derecho son, por ejemplo, las decisiones sobre gasto público, las demandas locales e internacionales de desarrollo sostenible y las disputas entre actores sociales con diferentes tipos de títulos de propiedad. En la conclusión, Alviar advierte que, a diferencia de la uniformidad en la visión sobre desarrollo económico y protección de la propiedad privada del acuerdo de paz, el diseño de políticas públicas rurales en Colombia ha sido fragmentado, heterogéneo y ha tenido efectos diversos para los actores involucrados en el conflicto por la tierra.


En el capítulo 2, Lina Céspedes recrea la discusión sobre los límites entre la propiedad del Estado y la propiedad privada sobre la tierra rural por medio del análisis de las definiciones de dos altas cortes colombianas —la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia— que, desde el 2014 y en el contexto transicional colombiano, han definido los contornos del concepto de tierra baldía —propiedad del Estado—. La autora basa su análisis en la idea de la dicotomía “privada-pública” sobre la propiedad de la tierra como “espacios de pertenencia” que le dan relevancia jurídica a hechos y relaciones respecto del objeto en disputa: la tierra. El análisis de la jurisprudencia abarca las preguntas sobre el origen, la demostración y la gestión de la propiedad, para ilustrar la manera en que las normas jurídicas contribuyen a la conflictividad social en materia de distribución efectiva y ordenada de los recursos en el contexto rural. De acuerdo con el análisis, Céspedes argumenta que las normas en Colombia no han cumplido con el propósito de establecer los parámetros mínimos sobre lo que es del Estado y lo que es de los ciudadanos, con efectos adversos para aquellos que de buena fe han establecido relaciones jurídicas con la tierra para adquirir la propiedad.


En el capítulo 3, Jorge Esquirol analiza el régimen de propiedad creado en Colombia por medio de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras haciendo énfasis en los cambios que dicha legislación introduce al régimen ordinario de propiedad al establecer un procedimiento especial para acceder a esta, con asistencia técnica estatal, nuevas presunciones de legitimidad y la inversión de la carga de la prueba. Esquirol argumenta que este tipo de régimen, a pesar de haber sido concebido como de transición, sirve de modelo para la implementación de otras políticas de largo plazo con mayor posibilidad de garantizar la propiedad de acuerdo con las circunstancias territoriales de Colombia, como la reforma agraria, la desconcentración de la tenencia de la tierra y la provisión de bienes y servicios básicos para personas de bajos ingresos. En relación con la formalización de la propiedad, en cambio, Esquirol cuestiona la sostenibilidad del modelo planteado en la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras por abocarse exclusivamente a la garantía de la propiedad plena en el sentido clásico del Código Civil.


En el capítulo 4, Carolina Olarte-Olarte analiza cómo el derecho ha configurado una fragmentación ficticia entre el suelo y el subsuelo que supone que diferentes elementos del territorio pueden separarse. De acuerdo con el análisis de Olarte, esta comprensión del territorio ha servido para priorizar y favorecer la explotación del subsuelo como ejercicio de la propiedad pública. El estudio revisa las decisiones de la Corte Constitucional sobre participación local en conflictos socioambientales respecto de decisiones sobre el subsuelo y propone una lectura crítica a partir de la ecología política, la geografía legal y los estudios de ciencia y tecnología. En su lectura, Olarte concluye que la distinción jurídica entre suelo y subsuelo es funcional a distintas formas de despojo, incluso sin disputar los derechos de propiedad.


En el capítulo 5, Tatiana Alfonso analiza los arreglos institucionales y jurídicos que caracterizan la propiedad colectiva de los grupos étnicos en Colombia. El capítulo mapea los estudios teóricos y empíricos sobre los derechos de propiedad colectiva en el país para mostrar que el enfoque privilegiado es el de los derechos culturales, dejando de lado los análisis que parten de los derechos de propiedad. Esta revisión fundamenta un análisis de las implicaciones de esta separación entre el marco étnico-cultural y el de la propiedad sobre la estructura de oportunidades legales para la defensa jurídica de los territorios étnicos. El análisis muestra cómo la evolución del debate sobre la propiedad colectiva en Colombia creó una estructura de oportunidad legal que limita la defensa del territorio de los grupos étnicos a las herramientas de derecho constitucional y excluye herramientas del derecho civil y de la planeación urbana, y aboga por la necesidad de integrar los conceptos de territorio y propiedad para garantizar mayor autonomía a las comunidades étnicas rurales. Este es un capítulo de transición entre el carácter crítico de los primeros cuatro capítulos y el énfasis más empírico de los siguientes textos porque combina el componente crítico para comprender las limitaciones de la comprensión del derecho a la propiedad colectiva en términos culturalistas, con información y análisis empírico de algunos casos y conflictos en los que el tratamiento del territorio étnico como un derecho exclusivamente cultural constituye un límite para generar redistribución territorial y económica para los grupos étnicos.


En los siguientes cuatro textos —a diferencia del énfasis en los regímenes de propiedad de los primeros cinco capítulos—, los análisis se concentran en la forma en que los actores sociales moldean los derechos y las relaciones de propiedad en Colombia. Este grupo de capítulos comparte también un enfoque más empírico en tanto sus argumentos, conclusiones y alcances explicativos están construidos a partir de investigaciones empíricas concretas.


En el capítulo 6, Lina Arroyave analiza el rol de los abogados en el impulso distributivo de la tierra en Colombia a través de la adjudicación judicial de derechos de propiedad. La autora parte del supuesto de que la manera en que el derecho tramita conflictos sociales tiene por lo menos tres efectos generales: la definición del conflicto a través de la manera en que se nombran; los efectos de dichas formas de nombrar los conflictos sociales en términos de exigibilidad jurídica; y el tipo de intereses a los que responden los abogados cuando se involucran en disputas por la tierra en Colombia. El análisis de Arroyave está basado en una comparación de decisiones judiciales sobre propiedad de la tierra rural en la jurisdicción ordinaria y en la jurisdicción especial de restitución de tierras. La comparación responde a la necesidad de analizar si el uso de argumentos tradicionales de derecho civil, en contraste con el uso de dichos argumentos a la luz de estándares de derechos humanos y de la vocación transicional de la restitución de tierras, marca o no una diferencia en la estructura de tenencia de la tierra anterior a la expedición de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, en el 2011. La autora del capítulo identifica los tipos de profesionales jurídicos involucrados en los reclamos de tierras en las dos jurisdicciones y, a partir de ello, mapea actores específicos que han usado las dos jurisdicciones para reclamar la propiedad sobre la tierra, las rutas jurídicas que emplean unos y otros y la forma en que esto afecta a las comunidades étnicas y campesinas en el acceso a servicios legales en materia de acceso a la propiedad rural. El capítulo contribuye a la comprensión de la forma en que la oferta de servicios legales y las prácticas de los profesionales jurídicos (individuos y organizaciones) han contribuido a la transformación del debate sobre la propiedad de uno típicamente de derecho civil a uno de interés público y derechos humanos. Finalmente, la autora identifica mayor potencial de impulso distributivo en aquellas organizaciones y profesionales jurídicos que tienden a prestar sus servicios —muchas veces sin remuneración— a comunidades e individuos rurales y que utilizan la jurisdicción de restitución de tierras. De manera inversa se encuentran las empresas o los conglomerados nacionales e internacionales que acuden a la justicia para pedir la protección de sus derechos de propiedad por medio de firmas con servicios especializados altamente remunerados, que tienden a acudir a la jurisdicción ordinaria.


En el capítulo 7, Meghan Morris presenta una etnografía en Medellín en la que muestra y analiza la manera en que las relaciones entre los ciudadanos y el Estado colombiano en el contexto del conflicto armado han sido articuladas por medio de nociones de deuda pública y privada alrededor de la propiedad. La autora realizó su trabajo etnográfico en la ciudad de Medellín entre el 2013 y el 2015, lo que le permite no solo identificar las múltiples formas en las que opera la deuda que subyace a la propiedad en la ciudad, sino rastrear cómo dichas concepciones sobre la deuda se relacionan con las economías locales, desde los mercados manejados por grupos al margen de la ley hasta los programas oficiales de reparación y relocalización para personas desplazadas por la violencia. El capítulo de Morris es un lente de gran riqueza cualitativa para comprender cómo las concepciones sobre la propiedad y sus correlatos de deuda y crédito en el contexto del conflicto colombiano definen gran parte de las formas en que los ciudadanos entienden y abordan sus relaciones con el Estado. La autora hace una contribución teórica fundamental al conectar en su análisis etnográfico dos tipos de literatura que usualmente no dialogan: los análisis antropológicos clásicos sobre los significados morales y materiales de la deuda y el crédito con la literatura jurídica sobre la propiedad.


En el capítulo 8, María Paula Saffon Sanín presenta un análisis histórico de la relación entre despojo territorial y derechos de propiedad en Colombia. Traza la primera coyuntura crítica que marca una ola de despojos hasta finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX, con la industrialización y el boom exportador. De acuerdo con la autora, en el caso colombiano, las tierras objetivo de acumulación fueron aquellas aptas para cultivos de exportación que estaban ocupadas por colonos campesinos con derechos de posesión y, por tanto, su defensa y protección dependían de las relaciones fácticas de poder y no de las relaciones jurídicas. Desde ese momento es posible trazar la asimetría entre los colonos y las élites de poder interesadas en la obtención de la tierra; estas últimas, a su vez, tenían mayor capacidad de desplegar estrategias para legalizar los despojos y obtener derechos de propiedad a su nombre. Este primer despojo en la historia derivó en procesos de movilización social y política que terminaron en la Ley 200 de 1936. Pero esta, en lugar de convertirse en una reforma agraria, creó los incentivos para que los terratenientes amenazaran a los colonos y los desalojaran, utilizando los mecanismos legales a su favor. Los conflictos alrededor de la tierra se incrementaron dando lugar a la formación de grupos guerrilleros campesinos y, posteriormente, a nuevos y recurrentes ciclos de despojo que han profundizado las inconformidades y reclamos por la distribución de la tierra en Colombia. En la última sección del capítulo, la autora aplica el argumento de los ciclos de despojo y sus factores estructurales a la situación actual de la distribución de la tierra en el país, mostrando la persistencia de las fallas en el diseño institucional y la falta de voluntad política de las élites para generar nuevas distribuciones de la tierra. Este capítulo muestra una perspectiva amplia de los ciclos recurrentes y repetidos de luchas por la distribución de la tierra en Colombia.


Finalmente, el libro incluye la reimpresión de un texto en el que Nicolás Perrone analiza los derechos de inversores extranjeros sobre la tierra en América Latina. Este capítulo cierra el libro como un recordatorio de la importancia de analizar y entender los derechos de propiedad sobre la tierra y los debates sobre la distribución con una perspectiva regional y global.
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CAPÍTULO 1




DERECHOS DE PROPIEDAD RURAL Y DESARROLLO ECONÓMICO EN TIEMPOS DE TRANSICIÓN: DESEMPACANDO LA LUCHA*



Helena Alviar García


INTRODUCCIÓN


Durante la primera década de mi vida académica, tras haber culminado mi tesis doctoral a finales de los noventa, estaba convencida de que el origen de la concentración de la propiedad rural en Colombia se debía a que el Estado había sido incapaz de aplicar la función social de la propiedad a pesar de haber sido incluida en la Constitución desde 19361 y reafirmada en la Carta de 19912. Desde mi punto de vista, informado por años de escritura e investigación, el derecho debía desempeñar un papel fundamental en la redistribución de grandes extensiones de tierra que son propiedad de unos pocos.


Adicionalmente, mi trabajo académico criticaba que la escasa distribución de tierra que se había efectuado se hubiera centrado en la adjudicación de bienes baldíos. Esta adjudicación no solo había dejado intacta la concentración de la propiedad, sino que, además, la propiedad rural a la que tuvieron acceso los campesinos sin tierra se encontraba en lugares remotos con poco acceso a carreteras, ciudades, servicios públicos y era menos productiva o necesitaba de grandes inversiones para serlo3.


A través de los años mi perspectiva sobre la desigualdad y sus causas ha cambiado considerablemente. El papel que juega el derecho en la distribución de la propiedad fue el primer elemento que empecé a repensar. Llegué a la conclusión de que la consagración constitucional de la función social de la propiedad era solo el primer paso en una larga batalla. En otras palabras, el derecho no se reduce a disposiciones constitucionales, sino que pasa también por regulaciones administrativas, interpretaciones judiciales y doctrina4.


Adicionalmente, siempre he estado interesada en las discusiones relacionadas con los fundamentos ideológicos de la propiedad y su interacción con debates sobre desarrollo económico en América Latina. En textos anteriores he argumentado que coexisten tres maneras de interpretar la relación entre propiedad y desarrollo económico. En primer lugar está la visión liberal clásica, que la entiende cómo un problema de falta de modernización e inexistencia o debilidad de las instituciones del mercado que resultan necesarias para la adecuada redistribución de los recursos5, y la solución planteada es la formalización de la propiedad. En segundo lugar estaría el liberalismo intervencionista, que considera que la distribución debe ser liderada por el Estado y redefine la propiedad no como un derecho individual absoluto sino como una función social que conlleva responsabilidades6. Opuesta a estas dos opciones se encuentra la propuesta inspirada por la Teoría de la Dependencia, que critica la propiedad privada y hace un llamado por la nacionalización y socialización de la propiedad individual7.


Cada una de las interpretaciones anteriores ha tenido desarrollos constitucionales y legales en diferentes países de América Latina. Muchos académicos y activistas les han apostado a arreglos constitucionales para transformar la distribución de recursos en la región. Mi proyecto intelectual reciente ha sido entender las limitaciones que conlleva centrar todas las esperanzas en la transformación constitucional.


Dados estos antecedentes, el objetivo de este capítulo es analizar las limitaciones que tiene el acceso a la propiedad rural luego del Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera firmado por el Gobierno colombiano y las FARC. Mi argumento principal es que la distribución de la propiedad rural en un contexto de justicia transicional incluye un rango de asuntos que no solo incluyen las definiciones de propiedad del Código Civil, las disposiciones constitucionales que exigen la función social, las normas transicionales sobre la restitución, reparación o acceso privilegiado a la propiedad sino muchos otras leyes y políticas públicas. Entre ellas: decisiones sobre gasto público que se concentran en promover exportaciones agroindustriales a expensas de la producción campesina; demandas locales e internacionales de desarrollo sostenible; y disputas entre latifundistas, pequeños propietarios o comunidades con títulos de propiedad colectiva.


Para cumplir el objetivo de presentar una visión más compleja de las posibilidades del Acuerdo Rural Integral, este texto se dividirá en cuatro partes. Primero, presentaré los elementos de una comprensión más compleja del derecho. Dado que el capítulo se concentra en la propiedad rural, la segunda parte se concentrará en entender qué es lo que le da valor a la tierra, más allá de la oferta y la demanda. Esta descripción es importante pues ilustra la cantidad de normas jurídicas que entran en juego más allá de la justicia transicional y el régimen de propiedad. Luego, en aras de presentar un ejemplo que cristalice mi propuesta, analizaré el debate alrededor de la distribución de baldíos durante y después del proceso de paz. Finalmente, presentaré algunas conclusiones.


REPENSANDO EL DERECHO


Hay una multiplicidad de ideas sobre el derecho que los académicos legales y los científicos sociales deben repensar. La primera es la comprensión del derecho o como totalmente neutral (liberales) o como estructuralmente sesgado (marxista)8.


Desde la perspectiva de la teoría liberal, la neutralidad se debe a que las leyes son debatidas democráticamente y aprobadas formalmente por el Congreso. Son herramientas que regulan la interacción entre los ciudadanos (a través del derecho privado que regula los contratos) o instrumentos encaminados a transformar la sociedad (despenalizando el aborto o permitiendo el matrimonio entre parejas del mismo sexo). Como consecuencia, son el reflejo de la pluralidad de intereses nacionales, en un momento histórico específico. Desde esta perspectiva teórica, si el derecho contribuye a la desigualdad es debido a errores de los legisladores; un Congreso sesgado debido al poder de ciertos actores e intereses económicos; una brecha entre el derecho de los libros y el derecho en acción; o la ausencia de voluntad política por parte de las élites gobernantes para lograr sociedades más justas.


Por otra parte, desde una perspectiva marxista el derecho no es neutral, sino que, por el contrario, es una herramienta con la que las élites capitalistas dominan y explotan a la clase trabajadora. Bajo esa interpretación, el derecho es una fuerza determinante de dominación.


Para cualquiera de las dos visiones, las reglas relevantes para abordar cualquier problema se circunscriben a un área del derecho. Considero que esta es una manera inadecuada de entender cómo funciona el derecho. Después de todo, la arquitectura legal está compuesta por capas de reformas y regulaciones. En parte por esa razón, pero también por el contexto histórico, el contexto económico y el espacio geopolítico que ocupa un país, es una hazaña imposible separar, por ejemplo, el derecho público del privado, el derecho de propiedad del derecho penal, el derecho de familia del derecho laboral y el derecho local del transnacional.


Por lo tanto, el contenido del derecho es resultado de una relación dinámica, una lucha continua por el significado de los textos constitucionales, las leyes y las políticas públicas. En este sentido, el derecho no es un conjunto de reglas claramente escritas, aplicadas de manera consistente y predecible. Por el contrario, es un campo de batalla en el que en algún momento dado hay interpretaciones que compiten entre sí; actores que tratan de imponer su visión particular de lo que debería ser; instituciones llenas de burócratas que tienen el poder discrecional de decidir su contenido y jueces que desentrañan su significado de acuerdo con sus antecedentes teóricos.


Al desempacar a los distintos actores, instituciones y posibilidades interpretativas se revela la idea de que la aplicación o el ejercicio del poder conferido por el derecho no es natural o invisible. Está determinado por decisiones específicas y opciones políticas que a cada momento terminan beneficiando a algunos actores y afectando a otros.


En suma, el derecho no es ni un instrumento para promover el cambio, ni un marco imparcial o neutral, ni una jaula rígida. En cambio, lo que este capítulo propone es que el derecho es indeterminado, que conlleva más negociación que adjudicación, que está moldeado por muchas fuerzas, así como por una diversidad de reglas.


¿QUÉ LE DA VALOR A LA PROPIEDAD?


Cuando se considera la propiedad en el marco de un sistema de justicia tradicional, lo que se entiende por derecho de propiedad se traduce en el valor que tiene o no la tierra. Como consecuencia, en esta sección propongo una forma distinta de evaluar el precio de la propiedad rural.


Según la visión tradicional, el precio de la tierra corresponde al valor del mercado9. A su turno, el valor del mercado está determinado tanto por la oferta y la demanda, el acceso a recursos públicos y privados, así como a crédito o autopistas, puertos y aeropuertos10.


Mi propuesta está dirigida a incluir dentro del valor de la tierra algunos elementos adicionales que, espero, permitan comprender lo que está en juego luego de haberse firmado el Acuerdo de Paz. En este sentido, la lucha por la propiedad en Colombia está relacionada con el acceso a la tierra como un activo en forma de parcelas destinadas a la producción agrícola en pequeña escala frente a las demandas de empresarios, actores agroindustriales, la explotación minera, los títulos de propiedad colectiva y actividades ilegales.


De acuerdo con un estudio realizado por el PNUD11, el estilo de producción campesina (en parcelas de pequeña y mediana escala con poca inversión, dedicados al consumo del hogar o a la venta a baja escala de productos en cultivos rotativos, como cereales, algodón, soja y maíz) ha disminuido significativamente desde 1985. Ha sido reemplazada por un estilo de producción capitalista: grandes extensiones de tierra, mayor nivel de inversión, productos para exportación, con cultivos permanentes como palma de aceite, flores y plátano.


Por otra parte, distintos proyectos mineros, tanto legales como ilegales, ejercen presión sobre el valor de la tierra. Al menos desde el 2001, la minería ha crecido exponencialmente12 y ha pasado a ocupar un lugar privilegiado en los planes de desarrollo económico, destinación de recursos e inversión extranjera, lo que se ha traducido tanto en leyes como en regulaciones administrativas.


La tierra también tiene valor al garantizar la producción de drogas ilícitas, facilitar su transporte y el de otros bienes ilícitos, y para proteger el control regional ejercido por todo tipo de grupos criminales13. En este mismo orden de ideas, pueden existir demandas sobre la tierra para acumular grandes extensiones y dedicarlas a la agroindustria u obtener control del territorio para proteger el tránsito de drogas, migrantes o minería ilegal14, lo que causa un gran desplazamiento de personas.


Finalmente, la protección legal a la propiedad colectiva, la regulación medioambiental y el reciente Acuerdo de Paz son marcos legales adicionales que incidirán sobre el valor de la tierra así como quién es o debe ser su propietario. Estos marcos algunas veces entran en contradicción. Existen muchos ejemplos pero aquí daré solo el de la propiedad colectiva para comunidades afrocolombianas. La Ley 70 de 1993 incluye el proceso y los pasos necesarios para adquirir este tipo de propiedad. Luego de la firma del Acuerdo de Paz, algunas comunidades afro mostraron su preocupación por las tierras que han ocupado históricamente pues aún no han obtenido el título colectivo, a pesar de que por más de veinticinco años han tratado de conseguirlo15. Como consecuencia, las tierras que ocupan se consideran baldíos, que son propiedad del Estado. Como baldíos, y según el acuerdo con las FARC, los pequeños campesinos tendrían acceso a los mismos. En palabras de Astolfo Aramburo, miembro del Proceso de Comunidades Negras y del Consejo Nacional de Paz Afrocolombiano (dos asociaciones que agrupan a los afrocolombianos): “Es necesaria una discusión nacional frente a los baldíos de los que el Estado pretende disponer para los puntos de reforma y desarrollo rural del Acuerdo de Paz. Si bien se busca reformar la estructura del campo en Colombia, esto no se puede dar a merced del despojo de la propiedad colectiva de los pueblos étnicos”16.


LA REDISTRIBUCIÓN DE LA PROPIEDAD DESPUÉS DEL PROCESO DE PAZ: MOLDEADA POR EL DERECHO


En esta sección presento diferentes maneras en las que el derecho moldea el potencial distributivo del Acuerdo Rural Integral. Es importante entender cómo se desarrolla la batalla legal sobre la propiedad, pues esta delimita algunos elementos del paisaje económico, social y político de los territorios en Colombia. Adicionalmente, apunta a poner de presente los arreglos legales que determinan la distribución de recursos.


Esta descripción también está dirigida a criticar la comprensión superficial y plana que los tecnócratas colombianos tienen de la propiedad. Influenciados por el trabajo de Hernando de Soto en torno a la formalización de la propiedad, los tecnócratas (en su mayoría economistas)17 han liderado la regulación de la propiedad en el posconflicto18. Parten de una comprensión clásica, individualista y formalista de la propiedad. Eso hace que propongan una solución para acceder a la tierra: lo que se necesita es la formalización de la propiedad.


Sin embargo, la formalización de la propiedad sobre un terreno está determinada por un conjunto de normas que, lejos de ser neutrales, seleccionan ganadores y perdedores. Como consecuencia, legisladores, jueces, reguladores y burócratas tienen la capacidad de definir qué es un baldío y a quién se le debe entregar.


Breve descripción de los antecedentes del Acuerdo Rural Integral


En agosto del 2012, el presidente Santos anunció que el Gobierno colombiano y el movimiento guerrillero de izquierda FARC iniciarían negociaciones de paz en La Habana.


Las negociaciones formales iniciaron en Cuba el 15 de noviembre del 2012. Las partes designaron una agenda de discusión en torno a seis temas: participación política; drogas ilícitas; desarrollo agrario; los derechos de las víctimas; el fin del conflicto; y la implementación, verificación y firma de los acuerdos. En junio del 2014 alcanzaron los términos de la Reforma Rural Integral y casi un año más tarde, en septiembre del 2015, el acuerdo relativo a los derechos de las víctimas. Esta parte del acuerdo incluye tanto reparaciones como indultos por delitos cometidos por las FARC y por el Ejército colombiano. El Acuerdo Final fue firmado el 26 de septiembre del 2016. Se acordó que este debía ser aprobado por votación popular mediante un referendo.


El referendo para validar el Acuerdo de Paz fue derrotado por un estrecho margen de votos. Los promotores del NO (como fueron denominados por la prensa) representan la esencia de la derecha radical del país. Se oponen vigorosamente tanto al contenido económico del Acuerdo como a la inclusión de lo que se denominó ideología de género. Como se ha vuelto la regla y no la excepción en las contiendas políticas contemporáneas, los promotores del NO basaron su campaña en mentiras. Estas mentiras fueron desde lo caricaturesco (que se iba a cambiar el Himno Nacional) hasta otras más peligrosas (presentando a Colombia como un satélite castro-chavista, diciendo que los miembros desmovilizados de la guerrilla recibirían un salario mensual de seiscientos dólares y afirmando que el Acuerdo incluía la eliminación de la propiedad privada).


Luego del triunfo del NO por un pequeño margen, varios de los artículos de los acuerdos fueron rediseñados, incluyendo la reiteración de que la propiedad privada es sagrada19.


REFORMA RURAL INTEGRAL: DEFENDIENDO EL MODELO DE DESARROLLO ECONÓMICO EXISTENTE Y LA PROPIEDAD PRIVADA A TODA COSTA


Desde las etapas iniciales, el Gobierno de Santos insistió que nada relacionado con la propiedad privada o con el modelo de desarrollo económico cambiaría como resultado de los acuerdos. De hecho, cuando las negociaciones fueron anunciadas en Oslo, el jefe negociador del Gobierno declaró que “ni el modelo de desarrollo económico, ni la doctrina militar, ni la inversión extranjera hacen parte de esta discusión”20. Esa idea se repitió con frecuencia y era, en parte, una respuesta a los críticos del proceso de paz: los grandes terratenientes y la mayoría de las grandes empresas. La Federación Colombiana de Ganaderos (Fedegán), por ejemplo, aseguró que los negociadores de las FARC pedían la expropiación escondida dentro del acuerdo de reforma agraria21. Iván Márquez, el jefe del equipo negociador de la guerrilla respondió a los argumentos del Gobierno y de la derecha radical diciendo que “la paz no solo significa el silencio de los fusiles. Significa transformar la estructura política, militar y económica del Estado”22.


Tras la lectura del Acuerdo, sin embargo, queda claro que el Gobierno ganó esa batalla. La distribución de recursos a duras penas aparece en el documento, lo que hasta cierto punto sorprendente dado el abismo ideológico entre las partes23. La palabra distribución aparece reemplazada por el término “democratización”. Esto no es un reemplazo menor de palabras. La palabra redistribución implica el reconocimiento de los escandalosos niveles de desigualdad en el campo colombiano que han sido ampliamente verificados. En cambio, la palabra democratización enfatiza el acceso y no la acumulación24.


La Reforma Rural Integral del Acuerdo de Paz se divide en tres temas principales: (1) acceso a la tierra y formalización de los derechos de propiedad; (2) programas de desarrollo con enfoque territorial; y (3) la incorporación de la reforma agraria en los planes nacionales. La mayor parte de las disposiciones en general reiteran políticas que han estado vigentes por mucho tiempo. En términos del acceso a la tierra, el Acuerdo crea el fideicomiso de tierras, llamado Fondo de Tierras, que incluye tierras de propiedad pública que no han sido usadas (una tendencia en la política rural colombiana desde 1930) o que han sido apropiadas ilegalmente y luego recuperadas por el Gobierno; tierras recuperadas con ocasión de los programas fortalecidos de restitución de tierras; y tierras producto de la reconfiguración de fronteras ambientales (figura que existe en la legislación colombiana desde principios de 195025). Además, tierras privadas que no se han usado de acuerdo con la función social y ecológica (que existe en la legislación colombiana desde finales de la década de 1930 para el caso de la función social26 y desde 1991 para la función ecológica27). Finalmente, tierra expropiada para fines sociales y públicos luego de que los propietarios fueran compensados (en vigor desde 199128). La única innovación es la inclusión de tierras donadas. Como se puede concluir, esta parte del acuerdo está lejos de ser el espectro radical que describía la derecha colombiana29.


Adicionalmente, esta parte del acuerdo incluye acceso a condiciones especiales de crédito y programas de subsidio para que campesinos pobres puedan adquirir tierras (en vigor desde 199430), y formalización de la propiedad (que ha sido una bandera de la agenda neoliberal en el campo desde hace diez años31). También se reitera la protección de parcelas rurales de propiedad familiar a través de la Unidad Agrícola Familiar (establecida en 199432); la protección de zonas de reserva campesina (vigente desde la década de 199033) y el fortalecimiento de la producción de alimentos por parte de pequeños y medianos agricultores. Los programas de desarrollo con enfoque territorial y una planeación nacional para la reforma agraria, que son los otros dos componentes del acuerdo, incluyen la formalización del empleo rural, el mejoramiento de la salud y la educación en el campo y el fortalecimiento del acceso a la tierra para las mujeres. Una vez más, ninguna de esas medidas es novedosa y han existido en la legislación colombiana desde los años setenta.


La batalla después del triunfo del “no” en el referendo


Después de que el Acuerdo de Paz perdiera en el referendo, las partes de la negociación se reunieron e incluyeron la mayor parte de los cambios propuestos por quienes promovían el “NO”. Algunos de los cambios eran un esfuerzo por asegurar la protección de la propiedad privada y apaciguar las preocupaciones de las empresas privadas, inversores extranjeros y sus abogados con respecto a la expropiación, garantizando que no había reglas que promovieran o permitieran ningún tipo de expropiación34. En ese sentido, la protección de la propiedad privada y la libertad económica se reiteraron como principios rectores del Acuerdo. El siguiente cuadro resume los cambios:














	Acuerdo firmado en agosto del 2016


	Acuerdo firmado en noviembre del 2016







	(No existe un párrafo equivalente en la versión original del acuerdo.)


	(Después de establecer los recursos de tierra para el Fondo de Tierras de la Reforma Rural Integral) “Los procedimientos de expropiación administrativa […] se aplicarán de conformidad con la Constitución y siguiendo los criterios establecidos en las leyes vigentes”35.







	“Principios: […] Regularización de la propiedad: es decir, lucha contra la ilegalidad en la posesión […] de manera que no se vuelva a acudir a la violencia para resolver los conflictos relacionados con la tierra36”.


	“Principios: […] Regularización de la propiedad: es decir, lucha contra la ilegalidad en la posesión […] de manera que no se vuelva a acudir a la violencia para resolver los conflictos relacionados con la tierra. Nada de lo establecido en el Acuerdo debe afectar el derecho constitucional a la propiedad privada37”.







	(Esta sección no existía en el documento original del acuerdo.)


	Principios generales para la implementación: […] Principios democráticos: en la interpretación e implementación del presente Acuerdo y de las normas que lo incorporen al ordenamiento jurídico se respetará el carácter unitario del Estado Social de Derecho, el pluralismo político, las libertades individuales, […] la libertad económica, el derecho a la propiedad privada de todos los ciudadanos […]38.








En resumen, el temor de los grandes propietarios de la tierra en Colombia que se opusieron al Acuerdo de Paz era infundado. De hecho, mediante su influencia política han promovido leyes que debilitan cualquier iniciativa redistributiva.


La disputa sobre los baldíos: interpretando el derecho para entender su valor


Como mencioné, la adjudicación de baldíos es la principal política del Gobierno colombiano para promover el acceso a la tierra. La ocupación de grandes extensiones de baldíos no tenía límites claros antes de 196139. La Ley 135 de 1961 estableció el límite de tierra que podía ser adjudicada. Después de la Constitución de 1991 se estableció la posibilidad de acceder a un baldío por medio de un título de propiedad colectiva. Este último tipo de propiedad ha crecido significativamente en la segunda mitad del siglo XX y, de hecho, le ha proporcionado a los indígenas y afrodescendientes el 34 % del territorio nacional40.


Históricamente, la adjudicación de baldíos ha respondido a objetivos variados y algunas veces contradictorios. En el siglo XIX, por ejemplo, el Gobierno utilizó los baldíos para promover la colonización de áreas desoladas en varias zonas del país, como en el departamento de Antioquia. De esta forma, individuos con mucho capital podían adquirir grandes extensiones de tierra, siempre que le dieran un uso productivo. Después, durante el siglo XX, se establecieron límites a la cantidad de tierra del Estado que un individuo podía adquirir. Más tarde, en 1961, se determinó que la cantidad máxima de tierra sería cuatrocientas cincuenta hectáreas por individuo, aunque había varias excepciones que incluían incrementar ese límite a tres mil hectáreas en las zonas más desoladas del territorio41. La adjudicación de derechos de propiedad sobre los baldíos se usó también a lo largo del siglo XX para promover proyectos a gran escala, como la concesión de derechos de explotación petrolera a empresas multinacionales en Putumayo42.


La Ley 160 de 1994 estableció la estructura alrededor de los baldíos. Apenas unos años después de la Constitución de 1991, la ley transformó la forma en que se había estructurado la política agraria, pasando de estar centrada en programas liderados por el Estado a cambio de asistencia para acceder a la tierra por medio del mercado. Esta ley establece como uno de sus objetivos “Regular la ocupación y aprovechamiento de las tierras baldías de la Nación, dando preferencia en su adjudicación a los campesinos de escasos recursos”43.


Hay varias formas de adjudicar terrenos baldíos. Primero están las unidades agrícolas familiares (UAF), que hacen referencia al tamaño del predio que necesita una familia en el sector rural para poder vivir del trabajo de la tierra44. El tamaño máximo de un predio, hoy en día, lo establece la Agencia Nacional de Tierras (ANT) de acuerdo con particularidades de cada región. Campesinos sin tierra o con poca tierra que puedan probar que no tienen ingresos o que tienen muy pocos ingresos pueden acceder a títulos de propiedad si diseñan un proyecto productivo y consiguen acceso a un subsidio gubernamental o a un crédito. El subsidio puede cubrir hasta el 100 % del valor del proyecto productivo.


Además de otorgar derechos de propiedad a campesinos sin tierra o a pequeños propietarios, hay otras leyes y políticas públicas que estructuran el acceso a la propiedad sobre terrenos baldíos. Entre estos se cuentan las zonas de reserva campesina, en las que la tierra continúa siendo propiedad del Estado, que la arrienda a organizaciones campesinas. También existen las zonas de desarrollo industrial, orientadas a crear producción agrícola a gran escala y que le apuntan a permitir la concentración de baldíos para la agroindustria. Los partidos de izquierda y algunas ong se opusieron a esta ley argumentando que iba a terminar con la producción a pequeña y mediana escala en muchas zonas del país. A pesar de la oposición, la Corte Constitucional la declaró exequible constitucionalmente45.


La idea principal del Primer Capítulo del Acuerdo con las FARC es promover el desarrollo rural y mejorar las condiciones de vida de la población rural. Como mencioné, el Acuerdo estableció que se crearía un fideicomiso para la Reforma Rural Integral, con el propósito de democratizar el acceso a la propiedad rural y así beneficiar a los pequeños propietarios o a los campesinos sin tierra. Este incluía el diseño de programas de formalización gratuita para pequeños y medianos predios y el incremento de la cantidad de subsidios para asignar tierras a los campesinos. Adicionalmente, el Acuerdo estableció un límite de siete años para vender la tierra que había sido adjudicada o formalizada como consecuencia de este.


Como ilustra este capítulo, son numerosas las leyes y la regulación que constituyen el régimen de la propiedad en materia de desarrollo rural. En ese sentido, el valor de la tierra o el funcionamiento del mercado está determinado por el derecho, su regulación y su adjudicación judicial. Distintas leyes y políticas públicas les otorgan beneficios a diferentes actores, entre ellos, corporaciones e inversionistas extranjeros, pequeños propietarios, emprendedores, campesinos sin tierra, miembros desmovilizados de las FARC, indígenas o afrodescendientes (grupos con títulos colectivos).


CONCLUSIÓN: REINTERPRETANDO EL PROBLEMA AGRARIO A LA LUZ DEL DERECHO


La manera clásica como el desarrollo económico ve al propietario (bien sea una empresa o un individuo) es con muy pocas limitaciones para hacer productivo su uso de la tierra. Según esta misma interpretación, el valor del bien debería fácilmente transitar en el mercado y el Estado traduciría las metas de desarrollo económico de una manera homogénea, de acuerdo con lo consagrado en la Constitución y en las demás disposiciones legales existentes.


En este capítulo he argumentado que el régimen legal de la propiedad no corresponde a esta visión. Por el contrario, el diseño de políticas de desarrollo económico en el campo se ha caracterizado por la multiplicidad de sus actores (empresas locales o extranjeras dedicadas a la agroindustria, agricultores de mediana escala, compañías mineras, pequeños propietarios, campesinos que no son propietarios pero que ocupan tierras, indígenas y afrodescendientes, entre otros). El Estado está lejos de ser homogéneo, representa intereses opuestos y contradictorios. Por ejemplo, permite el crecimiento de exportaciones mineras y agro-industriales; es proteccionista con aquellos productores colombianos que se ven afectados por importaciones, como el sector arrocero; impone reglamentación ambiental incluida en la Constitución y en tratados internacionales, así como lo que incluye el Acuerdo de Paz.


Finalmente, el valor de la tierra va más allá del precio de mercado e incluye el desplazamiento de personas para mecanizar la producción agrícola o para proveer rutas seguras para productos ilegales.
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